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respuesta motivada, sino que, además, ésta ha tener con-
tenido jurídico y no resultar arbitraria (por todas, SSTC 
22/1994, de 27 de enero, FJ 2; 324/1994, de 1 de diciembre, 
FJ 2; 24/1999, 8 de marzo, FJ 3, y 10/2000, de 31 de enero, 
FJ 2).

A tenor de esta doctrina, corresponde a este Tribunal 
«la comprobación de la relación directa y manifiesta exis-
tente entre la norma que el Juzgador declara aplicable y el 
fallo de la resolución, exteriorizada en la argumentación 
jurídica conducente a éste» (SSTC 22/1994, de 27 de 
enero, FJ 2, y 155/2001, de 2 de julio, FJ 5). La función de 
este Tribunal no consiste en enjuiciar el resultado alcan-
zado, sino el control externo del razonamiento lógico 
seguido para llegar a él. Es a los órganos judiciales a 
quien corresponde con carácter exclusivo la adopción de 
las pertinentes resoluciones que sean consecuencia del 
proceso de selección e interpretación de la norma aplica-
ble, sin más límites que el carácter manifiestamente irra-
zonable, arbitrario o incluso error patente de la interpreta-
ción y aplicación de las normas llevada a cabo por los 
Jueces y Tribunales ordinarios (por todas, SSTC 148/1994, 
de 12 de mayo; 117/1996, de 25 de junio; 58/1997, de 18 de 
marzo; 68/1998, de 30 de marzo, y 238/1998, de 15 de 
diciembre, entre otras).

5. En este caso, es cierto que el Juez de Instancia 
argumenta la remisión de los recurrentes al proceso 
declarativo ordinario (que el procedimiento había sido 
archivado). Y, en puridad lógica, no es lo mismo ausencia 
de motivación y razonamiento que motivación y razona-
miento que por su grado de arbitrariedad o irrazonabili-
dad debe tenerse por inexistente. Pero también es cierto 
que este Tribunal incurriría en exceso de formalismo si 
admitiese como decisiones motivadas y razonadas aqué-
llas que, a primera vista y sin necesidad de mayor esfuerzo 
intelectual y argumental, se comprueba que parten de 
premisas inexistentes o patentemente erróneas o siguen 
un desarrollo argumental que incurre en quiebras lógicas 
de tal magnitud que las conclusiones alcanzadas no pue-
den considerarse basadas en ninguna de las razones adu-
cidas. Esto es, precisamente, lo que ocurre en este caso, 
en que el Juez, que había admitido la personación de los 
demandantes en los autos, y que había incluso rechazado 
un recurso de reposición deducido de contrario contra 
dicha personación con el argumento de que sí tenían inte-
rés en el asunto, derivado de su carácter de ocupantes de 
la finca, luego remitió a los demandantes al proceso 
declarativo ordinario a plantear sus pretensiones, por la 
única y exclusiva razón de que había dictado providencia 
declarando el archivo del procedimiento. Y, como indica el 
Fiscal, el hecho de no juzgar las pretensiones deducidas 
en el incidente de nulidad no podía ampararse en el 
archivo de las actuaciones, ya que tal decisión procesal es 
precisamente uno de los presupuestos del incidente con-
templado en el art. 240 de la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial (LOPJ). El Juez decidió, por lo tanto, sin expresar 
razones formales ni materiales, y limitándose a manifes-
tar lo que constituye una simple expresión de su voluntad 
(SSTC 51/1982, de 19 de julio, FJ 3, y 164/2002, de 17 de 
septiembre, FJ 4).

Por consiguiente, a falta de la motivación que es cons-
titucionalmente exigible, forzoso es concluir que la reso-
lución judicial impugnada es arbitraria y, por tanto, ha 
lesionado por este motivo el derecho fundamental del 
demandante de amparo a la tutela judicial efectiva que 
garantiza el art. 24.1 CE. En efecto, cuando una resolución 
no se encuentra debidamente motivada, como resulta 
patente en el presente caso, la decisión que incorpora no 
puede considerarse consecuencia de una exégesis racio-
nal del Ordenamiento, sino fruto de una mera declaración 
de voluntad y, en suma, de la arbitrariedad (por todas, 
SSTC 144/2000, de 29 de mayo, y 173/2002, de 9 de octu-
bre). Ello exige declarar la nulidad de dicha resolución, y 

la retroacción de las actuaciones para que el órgano judi-
cial dicte una nueva resolución respetuosa con el derecho 
fundamental vulnerado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Alberto Baeza 
Lara y otros y, en su virtud:

1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva 
sin indefensión (art. 24.1 CE).

2.º Anular el Auto de fecha 26 de diciembre de 2003 
dictado por el Juzgado de Primera Instancia núm. 19 de 
los de Madrid, en el juicio declarativo ordinario de menor 
cuantía núm. 458/97.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento inmedia-
tamente anterior al dictado del Auto de fecha 26 de 
diciembre de 2003, para que se dicte la resolución judicial 
que proceda, con respeto al derecho fundamental recono-
cido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veinticuatro de julio de dos mil 
seis.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 

 14895 Sala Primera. Sentencia 249/2006, de 24 de 
julio de 2006. Recurso de amparo 2917-2004. 
Promovido por don Pedro Muro García de Gal-
deano respecto a los Autos de la Audiencia 
Nacional y del Juzgado Central de Vigilancia 
Penitenciaria que denegaron la redención 
extraordinaria de pena propuesta por el centro 
penitenciario de Aranjuez. 

 Alegada vulneración de los derechos a la igual-
dad y a la prueba: falta de agotamiento porque 
había un recurso de casación para la unifica-
ción de doctrina pendiente en el momento de 
interponerse el recurso de amparo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2917-2004, promovido 
por don Pedro Muro García de Galdeano, representado 
por la Procuradora de los Tribunales doña María Ángeles 
Almansa Sanz y asistido por el Abogado don Juan de 
Pablos Izquierdo, contra el Auto de fecha 1 de abril de 
2004 de la Sección Cuarta de la Audiencia Nacional 
recaído en el rollo de apelación núm 46-2004, así como 
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contra los Autos de fecha 15 de diciembre de 2003 y 9 de 
febrero de 2004, del Juzgado Central de Vigilancia Peni-
tenciaria, todos ellos denegatorios de la propuesta de 
redención extraordinaria de la Junta de tratamiento del 
centro penitenciario de Aranjuez. Ha intervenido el Minis-
terio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Roberto 
García-Calvo y Montiel, quien expresa el parecer de la 
Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro 
General de este Tribunal el día 7 de mayo de 2004, don 
Juan de Pablos Izquierdo, en nombre de don Pedro Muro 
García de Galdeano, interpuso recurso de amparo contra 
las resoluciones judiciales a las que se ha hecho mención 
en el encabezamiento de esta Sentencia, solicitando al 
tiempo la designación de Procurador de oficio.

2. La Sección Segunda, mediante diligencia de orde-
nación de fecha 9 de junio de 2004, acordó librar despa-
cho al Colegio de Abogados de Madrid para designar 
Procurador del turno de oficio que asumiera la indicada 
representación, resultando designada la Procuradora de 
los Tribunales doña María Ángeles Almansa Sanz, quien 
compareció en la Secretaría de la Sección el día 14 de julio 
de 2004, a fin de suscribir la demanda de amparo presen-
tada.

3. El recurso tiene su origen en los siguientes ante-
cedentes, que a continuación se exponen sucintamente:

a) De acuerdo con la demanda de amparo, el deman-
dante fue condenado en Italia a la pena de once años y 
seis meses de prisión por un delito contra la salud pública, 
cumpliendo parte de la condena en Italia, hasta que fue 
trasladado a España el día 13 de abril de 2001, con el fin 
de cumplir el resto de la condena.

b) El cumplimiento de la condena, en el centro peni-
tenciario de Aranjuez, se realizaba conforme al Código 
penal de 1973, al remontarse los hechos por los que fue 
condenado a los años 1990-1991, bajo el control del Juz-
gado de Vigilancia Penitenciaria núm. 3 de los de Madrid, 
que venía conociendo y aprobando las propuestas de 
redención extraordinarias afectantes al interno, elevadas 
al efecto por el centro penitenciario.

c) Por Ley Orgánica 5/2003 fue creado el Juzgado 
Central de Vigilancia Penitenciaria en la Audiencia Nacio-
nal pasando a ejercer las funciones propias de esta juris-
dicción en el ámbito competencial de dicha Audiencia, y 
siendo, a partir de su entrada en funcionamiento, el 
órgano competente para conocer de las propuestas de 
redención extraordinarias propuestas por la Junta de tra-
tamiento.

d) La Junta de tratamiento remitió propuesta de 
redención extraordinaria al Juzgado Central de Vigilancia 
Penitenciaria en fecha 8 de noviembre de 2003. El Juz-
gado, previo informe negativo del Fiscal, dictó Auto de 
fecha 15 de diciembre de 2003, no aprobando la pro-
puesta del centro. La negativa se produjo, en primer lugar, 
por entender que la regulación y el otorgamiento de los 
beneficios de la redención extraordinaria vulneraban el 
principio de jerarquía normativa. Además, la resolución 
añadía que la propuesta de redención carecía de la infor-
mación precisa para el control jurisdiccional de la aplica-
ción del beneficio que supone un acortamiento extraordi-
nario de la duración de la condena impuesta, por lo que 
no se podía aprobar la propuesta de redención extraordi-
naria que se solicitaba.

e) Contra dicha resolución interpuso el demandante 
de amparo recurso de reforma y subsidiario de apelación, 
solicitando la práctica de prueba consistente en recabar 
informes de la prisión, del educador y de la trabajadora 
social sobre el interno.

f) El recurso fue desestimado por Auto del propio 
Juzgado de 9 de diciembre de 2004, argumentando la 
falta de cobertura legal del Reglamento de prisiones y, a 
mayor abundamiento, por la falta de acreditamiento de 
los requisitos legalmente exigibles para la redención. En 
la resolución no se hizo referencia en ningún momento a 
la prueba solicitada.

g) Contra el anterior Auto interpuso el solicitante de 
amparo recurso de apelación, volviendo a proponer la 
práctica de la prueba omitida.

h) La Sección Cuarta de la Sala de lo Penal de la 
Audiencia Nacional dictó Auto de fecha 1 de abril de 2004 
desestimando el recurso, con el razonamiento que sigue:

«En el Auto recurrido se pone de relieve que el Regla-
mento de Servicio de Prisiones, aprobado por Decreto de 
2 de febrero de 1956 es una norma administrativa con 
rango inferior a la Ley, que regula una institución, la de 
redención extraordinaria del art. 71, que va más allá de la 
norma con rango legal, es decir una figura creada por vía 
administrativa que tiene la condición normativa de ultra 
vires. Y que para su concesión han de estar acreditadas 
las condiciones alegadas, en este caso laboriosidad, disci-
plina y rendimiento en las tareas que realice el interno, sin 
poder admitirse una aplicación automática de las reden-
ciones extraordinarias, pues de contrario quedaría impo-
sibilitada la función de control que el art. 76 de la Ley 
Orgánica de Vigilancia Penitencia atribuye a la jurisdic-
ción por medio de los Jueces de Vigilancia Penitencia. Y 
en este caso concreto el Juez de Vigilancia Penitenciaria 
manifiesta carecer de la información necesaria para el 
debido control de la decisión administrativa ya que no se 
especifican factores tales como el historial del interno, los 
delitos por los que ha sido condenado, el comportamiento 
pasado y presente o la actitud del interno, que acrediten 
un plus de actividad que fundamente la redención 
extraordinaria además de la ordinaria de que viene disfru-
tando. Así, únicamente se aporta como fundamento para 
dicha redención extraordinaria el ejercicio de la función 
de auxiliar de limpieza del polideportivo, con una dedica-
ción de 5 horas diarias, que ya ha sido tenido en cuenta 
para la redención ordinaria al abonársele un día de priva-
ción de libertad por cada dos días de trabajo conforme al 
art. 100 del Código Penal, texto de 1973. No consta pues 
una base fáctica que fundamente la redención extraordi-
naria que supone un acortamiento extraordinario de la 
duración que condena impuesta, no bastando una aplica-
ción automática de la misma. Por todo ello, la resolución 
recurrida debe considerarse suficientemente fundamen-
tada y ajustada a derecho, ya que el Juez de Vigilancia 
Penitenciaria ha ponderado todas las circunstancias rela-
tivas al interno y los requisitos legales para la concesión 
de la redención extraordinaria, y debe por tanto confir-
marse en todos sus extremos».

i) Contra esta decisión se interpuso recurso de casa-
ción para unificación de doctrina, del que desistió poste-
riormente, desistimiento recogido por Auto del Tribunal 
Supremo de 12 de julio de 2004.

3. La demanda de amparo se interpone contra las 
decisiones indicadas del Juez Central de Vigilancia Peni-
tenciaria y de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional 
por entender que ambas vulneran el derecho a la igualdad 
(art. 14 CE), y a utilizar los medios de prueba pertinentes 
para la defensa (art. 24.2 CE). La primera vulneración se 
habría producido porque, mientras el Juzgado Central y la 
Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional establecen en 
su Auto que no es posible admitir las redenciones extraor-
dinarias al estar establecidas en un Reglamento, vulne-
rándose el principio de jerarquía normativa, otros Juzga-
dos de Vigilancia Penitenciaria y Audiencias Provinciales 
han establecido la doctrina jurisprudencial exactamente 
contraria. Por su parte, alega el actor la vulneración del 
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derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) y del 
derecho a la utilización de medios de prueba pertinentes 
para su defensa, por falta de motivación de las resolucio-
nes recurridas, en cuanto no dieron respuesta a su peti-
ción de práctica de los medios de prueba antes referidos.

4. La Sección Segunda de este Tribunal acordó por 
providencia de 1 de febrero de 2005 la admisión a trámite 
de la demanda de amparo y, al tenor de lo previsto en el 
art. 51 LOTC, dirigir atenta comunicación a la Sección 
Cuarta de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional y al 
Juzgado Central de Vigilancia Penitenciaria para la remi-
sión de actuaciones y emplazamiento a quienes hubieran 
sido parte en ese procedimiento para comparecer en el 
mismo.

5. Seguidamente, por diligencia de ordenación de 26 
de abril de 2005, se acordó tener por personado a la indi-
cada Procuradora en la representación invocada y, a tenor 
de lo dispuesto en el art. 52 LOTC, se dispuso dar vista de 
las actuaciones y un plazo común de veinte días para ale-
gaciones al Ministerio Fiscal y a las partes personadas.

6. La representación procesal del demandante de 
amparo presentó sus alegaciones ante el Registro de este 
Tribunal el día 26 de mayo de 2005, en las que reitera y 
ratifica las alegaciones ya contenidas en la demanda, soli-
citando expresamente la celebración de vista oral en el 
presente asunto.

7. El Ministerio Fiscal, en escrito registrado el 8 de 
junio de 2005, presenta también alegaciones solicitando 
la desestimación de la demanda de amparo.

En relación con el primer motivo de la demanda, alega 
el Fiscal que para entender violado el principio de igual-
dad en la aplicación de la ley, derivado del principio gené-
rico de igualdad contenido en el art. 14 CE, se requiere, 
entre otros requisitos, que el juicio comparativo se pro-
duzca entre resoluciones de un mismo Tribunal, enten-
diendo por tal no sólo la identidad de la Sala, sino tam-
bién de la Sección, lo que no concurre en este caso, en 
que se comparan las resoluciones del Juzgado Central de 
Vigilancia Penitenciaria con las de otros Juzgados de Vigi-
lancia Penitenciaria como el núm. 3 de Madrid o la 
Audiencia Provincial de Madrid. De otro lado, los térmi-
nos empleados en la designación de los órganos judicia-
les tampoco abonan el requisito de la identidad, ya que se 
designan de modo genérico, al decir que el tema de la 
aplicación o no de las redenciones extraordinarias ha sido 
ampliamente debatido y superado en la práctica por 
todos los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria de Madrid. 
Tampoco sería indicativo de la vulneración del principio 
de igualdad la comparación que hace consigo mismo el 
recurrente al reclamar igual trato por el anterior Juzgado 
que aprobaba sus redenciones y el actual que no lo hace 
y ello por ausencia del requisito de alteridad, requisito 
cuya carencia se observa como agregada al de la falta de 
identidad del órgano judicial del que proviene la resolu-
ción recurrida.

Por su parte, en lo que a la segunda vulneración que 
se alega, indica el Fiscal que es cierto que la prueba fue 
solicitada tan pronto como hubo lugar a ello, una vez que 
el órgano judicial, en su primer Auto, destacaba como una 
de las causas del rechazo la carencia de base fáctica y 
probatoria para dar lugar a su tratamiento. La prueba con-
sistía en la petición de que el Juez recabara determinados 
informes de la prisión. El Juez Central de Vigilancia Peni-
tenciaria, al desestimar el recurso de reforma, aun cuando 
tampoco se manifiesta sobre la prueba interesada, pre-
cisa que la causa de desestimación del recurso lo es la 
consideración del carácter ultra vires del precepto regla-
mentario para agregar que «todo ello, a mayor abunda-
miento, se deniegue también la misma por falta de acre-
ditación de los requisitos». Lo anterior no obstante, 
considera el Fiscal que no puede interpretarse como cau-

sas necesarias para la desestimación del recurso que 
deben concurrir acumulativamente, sino de modo autó-
nomo, de modo que cualquiera de ellas puede conducir 
aisladamente a la citada desestimación.

En el recurso de apelación se hace el mismo plantea-
miento por el recurrente, solicitando la misma prueba y 
volviendo a desconocerla el órgano judicial que ahora 
vuelve a incidir en la falta de cobertura legal de la que 
adolece el Reglamento de prisiones pero repitiendo ade-
más la falta de prueba de los requisitos precisos para que 
puedan operar los beneficios de la redención. En honor a 
la verdad, señala el Fiscal, habría que señalar que este 
argumento no es válido ya que la ausencia de prueba de 
los requisitos obedece a la propia actitud de los órganos 
judiciales que vienen desconociendo las pruebas solicita-
das.

A la vista de lo anterior, agrega el Fiscal, no cabe duda 
de que, desde un punto de vista formal, la petición de 
prueba y su denegación está ayuna de motivación por 
desconocimiento, pues el Tribunal Constitucional viene 
exigiendo que, independientemente de su concesión o 
no, la denegación de prueba ha de ser convenientemente 
motivada, no existiendo motivación más deficitaria que 
aquélla que no se da. Sin embargo, considera el Fiscal 
que el análisis no debe quedar ahí, toda vez que el Tribu-
nal Constitucional viene exigiendo en relación con el 
derecho fundamental aquí concernido que en la demanda 
de amparo se justifique la relevancia de la prueba y sobre 
todo que ésta podría cambiar el resultado de la litis si se 
hubiera practicado con éxito para el que se vale de ella. 
Sería preciso, pues, que la prueba resultase decisiva en 
términos de defensa porque, de haberse practicado, la 
resolución final del proceso hubiera podido ser distinta, 
habiéndose dicho igualmente que la tarea de verificar si 
dicha prueba es decisiva en términos de defensa constitu-
cionalmente trascendente, exige que el recurrente haya 
alegado y fundamentado adecuadamente dicha indefen-
sión en la demanda, habida cuenta que, como es notorio, 
la carga de la argumentación recae sobre el solicitante de 
amparo.

Sin embargo, concluye el Fiscal, en la demanda de 
amparo no se justifica en absoluto este último extremo, 
limitándose a afirmar el recurrente que se le ha negado el 
derecho a acreditar que concurrían en su persona los 
requisitos reglamentarios de laboriosidad, disciplina y 
rendimiento, sin que se diga, al respecto, que tal prueba 
pudiera haber dado lugar, por sí sola, a la concesión de la 
redención extraordinaria en el caso de que le fuera favo-
rable. Seguramente ello no se dice porque tal consecuen-
cia no se hubiera producido al concurrir una causa de 
desestimación completamente ajena a la prueba pedida 
como lo es la vulneración del principio de jerarquía nor-
mativa que, también por sí sola, desactiva la pretensión 
del recurrente por una razón jurídica extraña a la carencia 
de prueba que figura en las resoluciones como argu-
mento ex abundantia, no único ni decisivo para la solu-
ción final. Razones todas ellas que llevan al Fiscal a intere-
sar que se dicte Sentencia desestimando la demanda da 
amparo.

8. Por providencia de fecha 29 de junio de 2006 se 
señaló para deliberación y fallo de la Sentencia el día 3 de 
julio siguiente, en que comenzó habiendo finalizado en el 
día de hoy.

II. Fundamentos jurídicos

1. En el presente recurso de amparo concurre un 
defecto, de carácter insubsanable, que ha sido advertido 
una vez admitido a trámite, y que excluye el examen del 
fondo de la cuestión planteada por el recurrente, cual es 
la concurrencia de la causa de inadmisibilidad de falta de 
agotamiento correcto de la vía judicial previa, derivada 
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del hecho de haberse interpuesto la demanda de amparo 
antes de que hubiera recaído resolución firme en el 
recurso de casación por unificación de doctrina inter-
puesto por el recurrente ante la Sala de lo Penal del Tribu-
nal Supremo, lo que determina un pronunciamiento de 
inadmisión en el presente momento procesal, ya que, 
como tiene declarado este Tribunal, los defectos insubsa-
nables de que pudiera estar afectado el recurso de 
amparo no resultan subsanados porque el recurso haya 
sido inicialmente admitido a trámite (SSTC 129/2000, de 
16 de mayo, FJ 2; 185/2000, de 10 de julio, FJ 3; 105/2001, 
de 23 de abril, FJ 2; 228/2001, de 26 de noviembre, FJ 2; 
18/2002, de 28 de enero, FJ 3).

Conforme a la reiterada doctrina constitucional de 
este Tribunal, la exigencia de agotamiento de la vía judi-
cial previa recogida en el art. 44.1 a) LOTC responde a la 
finalidad de preservar el carácter subsidiario del recurso 
de amparo, evitando que el acceso a esta jurisdicción 
constitucional se produzca per saltum, es decir, sin brin-
dar a los órganos judiciales la oportunidad de pronun-
ciarse y, en su caso, remediar la lesión invocada como 
fundamento del recurso de amparo constitucional (por 
todas, STC 85/1999, de 10 de mayo, FJ 5). En el bien enten-
dido de que cuando en el art. 44.1 a) LOTC se exige el 
agotamiento de «todos los recursos utilizables» no se 
está introduciendo una obligación de hacer uso de la tota-
lidad de los posibles o imaginables sino sólo de «aquéllos 
que puedan ser conocidos y ejercitables por los litigantes, 
sin necesidad de superar unas dificultades interpretativas 
mayores de lo exigible razonablemente» (de entre las 
más recientes, STC 51/2000, de 28 de febrero, FJ 2 y las 
resoluciones allí citadas). En consecuencia, únicamente 
cabrá entender incumplida la exigencia establecida en el 
mencionado art. 44.1 a) LOTC cuando el remedio procesal 
sea procedente y adecuado para dar satisfacción a la pre-
tensión que trata de satisfacerse en vía de amparo consti-
tucional y, además, su utilización pueda calificarse como 
razonablemente exigible.

2. En el presente caso el demandante de amparo 
decidió promover recurso de casación para unificación de 
doctrina (al amparo de lo previsto en la disposición adi-
cional quinta de la Ley Orgánica 5/2003, de 27 de mayo), 
contra el Auto de fecha 1 de abril de 2004 dictado por la 
Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional resolviendo el 
recurso de apelación y, casi simultáneamente a la utiliza-
ción de aquel remedio procesal, y en todo caso con ante-
rioridad a que el Tribunal Supremo se pronunciase sobre 
él (lo que nunca tuvo lugar, en cuanto el recurrente desis-
tió del mismo meses después de la interposición del 
recurso de amparo), presentó recurso de amparo ante 
este Tribunal contra la misma resolución.

Así las cosas, la demanda de amparo, en el momento 
de su interposición, que es el que se ha de tomar como 
punto de referencia, presentaba un defecto procesal de 
carácter insubsanable, al haber acudido a este Tribunal sin 
haber agotado la vía judicial ordinaria.

El carácter anticipado del recurso de amparo, al 
no haberse agotado en el momento de interponer la 
demanda de amparo el remedio procesal impugnato-
rio que el recurrente por decisión propia había puesto 
en marcha ante la jurisdicción ordinaria, necesaria-
mente determina que este Tribunal, en aplicación de 
la doctrina expuesta, lo inadmita por prematuro pues, 
como acaba de señalarse, no puede acudir ante este 
Tribunal por la vía de amparo quien ha considerado 
procedente la utilización de un recurso o remedio 
procesal en la vía ordinaria en tanto ésta no haya 
concluido, ya que de lo contrario se estaría afectando 
a la naturaleza subsidiaria del recurso de amparo, 
resultando imposible la coexistencia temporal de un 
recurso de amparo con la vía judicial, dado que es 
necesario esperar a la conclusión de ésta para acudir 

ante este Tribunal en sede de amparo (por todas, STC 
44/2002, de 25 de febrero, FJ 2).

De este modo, como hemos venido manifestado en 
innumerables Sentencias (desde la STC 8/1981, de 31 de 
mayo, FJ 1, hasta las más recientes SSTC 114/1999, de 14 
de junio, FJ 2; 52/2000, de 28 de febrero, FJ 3; 156/2000, de 
12 de junio, FJ 2; STC 247/2000, de 16 de octubre, FJ 2; 
189/2002, de 14 de octubre, FJ 6), cualquier pronuncia-
miento de fondo acerca del mismo sería prematuro y 
supondría ignorar el carácter subsidiario que en nuestro 
sistema de protección de los derechos y libertades tiene el 
recurso de amparo constitucional.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Inadmitir la demanda de amparo de don Pedro Muro 
García de Galdeano.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veinticuatro de julio de dos mil 
seis.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 

 14896 Sala Primera. Sentencia 250/2006, de 24 de 
julio de 2006. Recurso de amparo 8783-2005. 
Promovido por don Pablo Álvarez Rodríguez 
respecto al Auto de un Juzgado de Instrucción 
de Vigo que denegó la incoación de un hábeas 
corpus en relación con su detención por un 
delito de robo con violencia. 

 Vulneración del derecho a la libertad personal: 
inadmisión a trámite de una petición de hábeas 
corpus por razones de fondo (STC 86/1996).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez, don Roberto García-Calvo y Montiel, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 8783-2005, promovido 
por don Pablo Álvarez Rodríguez, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña María Jesús González 
Díez y asistido por el Abogado don Guillermo Presa Suá-
rez, contra el Auto del Juzgado de Instrucción núm. 1 de 
Vigo de 4 de noviembre de 2005. Ha intervenido el Minis-
terio Fiscal. Ha sido Ponente la Presidenta doña María 
Emilia Casas Baamonde, quien expresa el parecer de la 
Sala.


